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a cabo ese juicio de suficiencia; que tal juicio se ha referido al acto o 
negocio jurídico documentado o a las facultades ejercitadas; que se 
han acreditado al Notario dichas facultades mediante la exhibición de 
documentación auténtica y la expresión de los datos identificativos 
del documento del que nace la representación que deberá comprender, 
al menos, el nombre o denominación social del poderdante y del apo-
derado, el nombre del Notario autorizante, la fecha del documento, el 
número de protocolo y su vigencia.

Las obligaciones para el Registrador son también palmarias puesto 
que deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña 
identificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la 
existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en rela-
ción con el acto o negocio jurídico documentado o las facultades ejercita-
das y la congruencia de la calificación que hace el Notario del acto o 
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título.

Dicho de otro modo, deberá, calificar que se ha practicado la reseña de 
modo adecuado y que se ha incorporado un juicio de suficiencia de las 
facultades del representante, siendo el contenido de éste y de la califica-
ción que hace el Notario congruente con el acto o negocio jurídico docu-
mentado.

Por último, en el ejercicio de esa función calificadora el Registrador 
no podrá, en ningún caso, solicitar que se le acompañe el documento 
auténtico del que nacen las facultades representativas; o que se le trans-
criban facultades o que se le testimonie total o parcialmente contenido 
alguno de dicho documento auténtico del que nacen las facultades 
representativas; igualmente, no podrá acudir a ningún medio extrínseco 
de calificación. La razón esencial por la que el Registrador ha de suje-
tarse en su función a lo que resulte del título presentado se deriva de los 
artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 18.2 del Código de Comercio, pues 
de su simple lectura se advierte que en el ejercicio de su función pública 
el Registrador tiene tasados los medios de calificación siendo los mis-
mos dos: el título presentado a inscripción y los asientos del Registro 
del que sea titular, lo que resulta plenamente armónico y coherente con 
la presunción de integridad y veracidad que se atribuye al documento 
público notarial ex artículo 17 bis de la Ley del Notariado, de 28 de mayo 
de 1862.”

4. Llegados a este punto hemos de analizar si el recurso interpuesto 
debe ser o no estimado.

Examinado el título presentado a calificación se observa que el Nota-
rio ha reseñado adecuadamente el documento del que nacen las faculta-
des representativas. En efecto, en la escritura se manifiesta que el otor-
gante interviene en virtud de un poder conferido, mediante escritura 
pública, autorizada por un Notario que se identifica, añadiendo la fecha 
del poder, el número de protocolo y que el mismo, según manifiesta el 
otorgante está vigente. Nada hay que objetar, pues, a la existencia y regu-
laridad de la reseña.

Respecto del juicio de suficiencia se afirma en el título, que «copia 
autorizada de la cual he tenido la vista, de la que resulta tener facultades 
para constituir hipotecas y que yo, el Notario, considero suficientes a los 
efectos del presente otorgamiento...» añadiendo posteriormente que «le 
juzgo, según interviene, con la capacidad legal necesaria para esta escri-
tura de constitución de hipoteca unilateral». Asimismo, el juicio de sufi-
ciencia es congruente y coherente con el negocio jurídico documentado 
en el título y con el mismo contenido de éste, pues se trata de una escri-
tura de constitución de hipoteca unilateral.

Así las cosas, el recurso debe ser estimado en su integridad, ya que el 
Notario ha cumplido fielmente con sus obligaciones –reseñar el docu-
mento auténtico del que nacen las facultades representativas y emitir un 
juicio de suficiencia de éstas que resulta coherente con el negocio jurí-
dico documentado—

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifestados 
por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria 
y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no tiene por qué 
reseñar en modo alguno el contenido del documento del que nacen las 
facultades representativas; en idéntico sentido, no puede el Registrador 
exigir que se le acompañe documento alguno, pues con tal actuación está 
infringiendo los artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 17 bis de la Ley del 
Notariado, al tener que ejercer su función calificadora por lo que resulte 
del título y de los asientos del Registro, sin acudir a medios extrínsecos de 
calificación; por último, el juicio de suficiencia del Notario está suficien-
temente motivado, ya que resulta congruente con el contenido del nego-
cio jurídico documentado en el título, siendo este aspecto capital el que 
debería haber calificado el Registrador, esto es, si es congruente el juicio 
de suficiencia emitido por el Notario con el contenido del título, exami-
nado el negocio jurídico concluido.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 
calificación del Registrador.

Contra esta resolución pueden recurrir los que resulten legitimados de 
conformidad con los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria, mediante 

demanda ante el Juzgado de Primera Instancia de la capital de la Provin-
cia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal.

Madrid, 21 de octubre de 2004.–La Directora General, Pilar Blanco-

Morales Limones. 

Sr. Registrador de la Propiedad número 4 de Alcalá de Henares. 

 20699 RESOLUCIÓN de 22 de octubre de 2004, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Santa Cruz de Tenerife, don 
Alfonso Manuel Cavallé Cruz, contra la negativa del regis-
trador de la propiedad de Icod de los Vinos, don Jorge 
Blanco Urzaiz, a inscribir una escritura de carta de pago 
y cancelación de hipoteca.

En el recurso interpuesto por el Notario de Santa Cruz de Tenerife don 

Alfonso Manuel Cavallé Cruz contra la negativa del Registrador de la Pro-

piedad de Icod de los Vinos, don Jorge Blanco Urzaiz, a inscribir una 

escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca.

Hechos

I

El día 18 de febrero de 2004 don Alfonso Manuel Cavallé Cruz, Notario 

de Santa Cruz de Tenerife, autorizó una escritura de carta de pago y can-

celación de hipoteca otorgada por una entidad de crédito. En representa-

ción de dicha entidad de crédito actúa don Pedro G.M y doña Magda-

lena P.G.

En dicha escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca se 

expresa que «don Pedro G. M. y doña Magdalena P.G., ..., intervienen, ..., 

en representación de la entidad mercantil denominada Banco Bilbao-Viz-

caya Argentaria, S.A.», .... Don Pedro G. M. ejerce la representación ale-

gada en virtud de escritura de poder otrogada en Bilbao ante el Notario 

don José María Arriola Arana el día 12 de junio de 2001, número 1286 de 

protocolo, inscrita en el Registro Mercantil de Vizcaya, tomo 4.050 de la 

Sección General, folio 114, hoja BI-17 A, inscripción 1.272.ª». Doña Mag-

dalena P.G. ejerce la representación alegada en virtud de escritura de 

poder otorgada en Bilbao ante el Notario don José María Arriola Arana el 

día 6 de octubre de 2003, número 1712 de protocolo, inscrita en el Re-

gistro Mercantil de Vizcaya, tomo 4350 de la Sección General, folio 42, 

hoja BI-17-A, inscripción 1.585.ª
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, 

de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social, yo, el Notario, hago constar, que a mi juicio, según resulta de los 
documentos auténticos reseñados, los apoderados mencionados se 
encuentran suficientemente facultados mancomunadamente para cance-
lar hipotecas constituidas en garantía de préstamos de la cuantía de la 
presente operación, así como para formalizar todos los demás pactos 

complementarios contenidos en la presente escritura.
Manifiestan que sus facultades se encuentran subsistentes, sin modifi-

car ni revocar, y que no ha experimentado variación la capacidad jurídica 

de la entidad representada en este acto.
Conozco a los señores comparecientes, y tienen, a mi juicio, según 

intervienen, la capacidad legal necesaria para otorgar la presente escri-

tura de carta de pago y cancelación de hipoteca».

II

El título se presentó en el Registro el 3 de marzo de 2004, causando el 
asiento de presentación 1229 del Diario 51, y siendo objeto de la siguiente 
calificación «Fundamentos de Derecho 1.–No se transcriben a efectos de 
su calificación registral las facultades correspondientes al apoderado de 
la sociedad vendedora artículo 18 de la Ley Hipotecaria. En la precedente 
escritura el Notario solo ha cumplido con el requisito de hacer constar el 
juicio de suficiencia, pero no el de la reseña de facultades, debidamente 
diferenciada de dicho juicio, porque las facultades que afirma no son 
datos que tome de la escritura de apoderamiento sino conclusiones de la 
valoración que el propio Notario hace sobre la suficiencia las facultades 
de un poder cuyo contenido omite. Resolución DGRN de consulta vincu-

lante de 12 de abril de 2002.–El Registrador.–Firma ilegible».
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III

La calificación es de 8 de marzo de 2004, no constando en el expe-
diente el medio de notificación, ni la fecha de la misma. El Notario inter-
puso recurso el 20 de abril de 2004.

IV

El Registrador evacuó su informe el 30 de abril de 2004, elevando el 
expediente a esta Dirección General para su resolución.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1.259, del Código Civil; 18, 19 bis, 325 y 327 de la 
Ley Hipotecaria; 18.2 del Código de Comercio; 17 bis de la Ley del Nota-
riado; 98 y 103 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social; las Sentencias de la Audiencia Provin-
cial de Alicante de 28 de abril de 2004 y de la Audiencia Provincial de 
Valladolid de 30 de junio de 2003, 30 de enero y 18 de marzo de 2004 y las 
Resoluciones de 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre
y 8 de noviembre de 2002, 23 de enero, 8 de febrero, 29 de septiembre y 17 
de noviembre de 2003 y 11 de junio, 14, 15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre 
de 2004.

1. El objeto del presente recurso consiste en dilucidar si el Notario 
ha cumplido con las exigencias dimanantes del artículo 98 de la Ley 24/2001, 
de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social, al reseñar el poder del que emanan las facultades representativas 
de los apoderados e incorporar un juicio de suficiencia de tales facultades 
atendido el negocio jurídico concluido, esto es, una escritura de carta de 
pago y cancelación de hipoteca.

El Registrador de la Propiedad calificó del modo expuesto en el hecho 
segundo el título presentado interponiendo el Notario recurso frente a dicha 
calificación con base en los siguientes argumentos: Primero, que el artículo 
98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, tan sólo exige al Notario que reseñe 
los datos del documento auténtico del que surgen las facultades representa-
tivas y que incluya un juicio de suficiencia acerca de esas facultades y, 
segundo y último, que ese juicio sea congruente con el negocio jurídico docu-
mentado en la escritura en la que se actúan tales facultades representativas, 
añadiendo que ambos requisitos se cumplen en el presente caso.

2. Como cuestión formal previa, esta Dirección General debe recor-
dar que el informe del Sr. Registrador no es el momento procedimental 
idóneo para incluir nuevos argumentos o para ampliar los ya expuestos 
en defensa de su nota de calificación. La aplicación de un mero principio 
de seguridad jurídica obliga a que el funcionario calificador exponga en 
su nota de calificación la totalidad de los fundamentos de derecho que, a 
su juicio, impiden la práctica del asiento solicitado.

Dicha integridad en la exposición de los argumentos sobre los que el 
Registrador asienta su calificación es requisito sine qua non para que el 
interesado o legitimado en el recurso (artículo 325 de la Ley Hipotecaria) 
pueda conocer en su totalidad los razonamientos del Registrador, permi-
tiéndole de ese modo reaccionar frente a la decisión de éste.

Por ello, en las Resoluciones de este Centro Directivo de 23 de
enero, 8 de febrero, 17 de noviembre de 2003 y 14, 15, 17, 20, 21 y 22 de 
septiembre de 2004, se manifestaba que el contenido del informe del 
Registrador debía reducirse a cuestiones de mero trámite, pues ésta es la 
única finalidad del mismo, sin que quepa adicionar argumento alguno y, 
aún menos, incluir una suerte de contestación al recurso interpuesto. 
Cuando este Centro Directivo se está refiriendo a cuestiones de mero 
trámite, quiere expresar que en dicho informe habrán de incluirse aspec-
tos tales como: fecha de presentación del título calificado y las inciden-
cias que hayan podido existir: por ejemplo, que dicho título se retiró para 
ser subsanado o para pago de los impuestos que gravan el acto o negocio 
jurídico sujeto a inscripción; fecha de calificación del título y de notifica-
ción a los interesados en éste, etc.

En consecuencia, el informe del Registrador no tiene ni debe tener por 
contenido defender la nota de calificación a la vista del recurso del Nota-
rio, exponiendo nuevos argumentos, pues con tal forma de actuar se está 
privando al recurrente del conocimiento íntegro de las razones por las 
que el funcionario calificador decidió no practicar el asiento solicitado. 
En suma, el momento procedimental único e idóneo en el que el Registra-
dor ha de exponer todos y cada uno de los argumentos jurídicos que 
motivan su decisión es en la calificación (artículo 19 bis de la Ley Hipote-
caria). La conclusión de cuanto antecede es que no puede tenerse en 
cuenta las alegaciones del Sr. Registrador contenidas en su informe, en 
cuanto exceden del ámbito material propio de éste a tenor de la norma-
tiva vigente y de las reiteradas Resoluciones de este Centro Directivo.

3. La cuestión objeto de este recurso ha sido abordada en innumera-
bles ocasiones por este Centro Directivo, como se pone de manifiesto a la 
vista de las Resoluciones antes citadas.

De hecho, sosteníamos en el fundamento de derecho quinto de las 
Resoluciones de este Centro Directivo de 14, 15, 17, 20, 21 y 22 de sep-

tiembre de 2004 que «para que pueda entenderse válidamente cumplido el 
artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario deberá emitir 
con carácter obligatorio un juicio, una calificación si se prefiere, acerca 
de la suficiencia de las facultades contenidas en el mandato representa-
tivo para formalizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación a 
aquellas facultades que se pretendan ejercitar. Obviamente, las facultades 
representativas deberán acreditarse al Notario mediante exhibición del 
documento auténtico. Asimismo, el Notario deberá hacer constar en el 
título que autoriza que se ha llevado a cabo ese juicio de suficiencia; que 
tal juicio se ha referido al acto o negocio jurídico documentado o a las 
facultades ejercitadas; que se han acreditado al Notario dichas facultades 
mediante la exhibición de documentación auténtica y la expresión de los 
datos identificativos del documento del que nace la representación que 
deberá comprender, al menos, el nombre o denominación social del 
poderdante y del apoderado, el nombre del Notario autorizante, la fecha 
del documento, el número de protocolo y su vigencia.

Las obligaciones para el Registrador son también palmarias puesto 
que deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña 
identificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la 
existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en rela-
ción con el acto o negocio jurídico documentado o las facultades ejercita-
das y la congruencia de la calificación que hace el Notario del acto o 
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título.

Dicho de otro modo, deberá, calificar que se ha practicado la reseña de 
modo adecuado y que se ha incorporado un juicio de suficiencia de las facul-
tades del representante, siendo el contenido de éste y de la calificación que 
hace el Notario congruente con el acto o negocio jurídico documentado.

Por último, en el ejercicio de esa función calificadora el Registra-
dor no podrá, en ningún caso, solicitar que se le acompañe el docu-
mento auténtico del que nacen las facultades representativas; o que se 
le transcriban facultades o que se le testimonie total o parcialmente 
contenido alguno de dicho documento auténtico del que nacen las 
facultades representativas; igualmente, no podrá acudir a ningún 
medio extrínseco de calificación. La razón esencial por la que el Regis-
trador ha de sujetarse en su función a lo que resulte del título presen-
tado se deriva de los artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 18.2 del 
Código de Comercio, pues de su simple lectura se advierte que en el 
ejercicio de su función pública el Registrador tiene tasados los medios 
de calificación siendo los mismos dos: el título presentado a inscrip-
ción y los asientos del Registro del que sea titular, lo que resulta plena-
mente armónico y coherente con la presunción de integridad y veraci-
dad que se atribuye al documento público notarial ex artículo 17 bis de 
la Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862.»

4. Llegados a este punto hemos de analizar si el recurso interpuesto 
debe ser o no estimado.

Examinado el título presentado a calificación se observa que el Nota-
rio ha reseñado adecuadamente los documentos de los que nacen las 
facultades representativas. Así, se indica que los mismos son dos poder 
conferidos, mediante escritura pública, autorizada por un Notario que se 
identifica, añadiendo la fecha de los poderes, el número de protocolo y 
que los mismos, según manifiesta los otorgantes están vigentes. Nada hay 
que objetar, pues, a la existencia y regularidad de la reseña.

Respecto del juicio de suficiencia se afirma en el título, respecto de 
ambos que apoderados que la parte vendedora que «de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 98.1 de la Ley 24/20001, de 27 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, yo, el Notario, hago 
constar, que a mi juicio, según resulta de los documentos auténticos rese-
ñados, los apoderados mencionados se encuentran suficientemente facul-
tados mancomunadamente para cancelar hipotecas constituidas en 
garantía de préstamos de la cuantía de la presente operación, así como 
para formalizar todos los demás pactos complementarios contenidos en 
la presente escritura.

Manifiestan que sus facultades se encuentran subsistentes, sin modifi-
car ni revocar, y que no ha experimentado variación la capacidad jurídica 
de la entidad representada en este acto.

Conozco a los señores comparecientes, y tienen, a mi juicio, según 
intervienen, la capacidad legal necesaria para otorgar la presente escri-
tura de carta de pago y cancelación de hipoteca ». En consecuencia, el 
juicio de suficiencia es congruente y coherente con el negocio jurídico 
documentado en el título y con el mismo contenido de éste, pues se trata 
de una escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca.

Así las cosas, el recurso debe ser estimado en su integridad, ya que el 
Notario ha cumplido fielmente con sus obligaciones –reseñar el docu-
mento auténtico del que nacen las facultades representativas y emitir un 
juicio de suficiencia de éstas que resulta coherente con el negocio jurí-
dico documentado–.

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifes-
tados por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no 
tiene por qué reseñar en modo alguno el contenido del documento 
del que nacen las facultades representativas; en idéntico sentido, 
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no puede el Registrador exigir que se le acompañe documento 
alguno, pues con tal actuación está infringiendo los artículos 18 de 
la Ley Hipotecaria y 17 bis de la Ley del Notariado, al tener que 
ejercer su función calificadora por lo que resulte del título y de los 
asientos del Registro, sin acudir a medios extrínsecos de califica-
ción; por último, el juicio de suficiencia del Notario está suficiente-
mente motivado, ya que resulta congruente con el contenido del 
negocio jurídico documentado en el título, siendo este aspecto capi-
tal el que debería haber calificado el Registrador, esto es, si es con-
gruente el juicio de suficiencia emitido por el Notario con el conte-
nido del título, examinado el negocio jurídico concluido.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 
calificación del Registrador.

Contra esta resolución pueden recurrir los que resulten legitimados de 
conformidad con los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria, mediante 
demanda ante el Juzgado de Primera Instancia de la capital de la Provin-
cia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal.

Madrid, 22 de octubre de 2004.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones.

Sr. Registrador de la Propiedad de Icod de los Vinos. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 20700 ORDEN EHA/4017/2004, de 28 de octubre, de revocación 
de la autorización administrativa concedida a El Volante 
Aragonés, Mutualidad de Previsión Social, para otorgar 
la prestación por vejez.

Con fecha 1 de junio de 2004 la entidad El Volante Aragonés, Mutuali-
dad de Previsión Social inscrita en el Registro administrativo del 
artículo 4. 1 de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Super-
visión de los Seguros Privados, ha acordado la renuncia a la autorización 
administrativa para otorgar la prestación denominada pensión por vejez, 
de la clasificación de los riesgos sobre las personas establecida en el 
artículo 65. 1 de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados.

El artículo 25, apartados 1. a) y 4 de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, 
de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados establece como 
causa de revocación de la autorización administrativa para operar en un 
ramo, que la entidad aseguradora renuncie a ella expresamente.

De la documentación que se adjunta a la solicitud formulada se des-
prende que la entidad denominada El Volante Aragonés, Mutualidad de 
Previsión Social ha dado cumplimiento a lo establecido en la legislación 
vigente.

En consecuencia, a propuesta de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, he resuelto:

Revocar a la entidad El Volante Aragonés, Mutualidad de Previsión 
Social la autorización administrativa para otorgar la prestación denomi-
nada pensión por vejez.

Contra la presente Orden Ministerial, que pone fin a la vía adminis-
trativa, de conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 30/
1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y disposición 
adicional decimoquinta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organiza-
ción y Funcionamiento de la Administración General del Estado, se 
podrá interponer con carácter potestativo recurso de reposición, en el 
plazo de un mes, contado a partir del día siguiente a la notificación de 
la misma, de acuerdo con los artículos 116 y 117 de la citada Ley 30/
1992, de 26 de noviembre. Asimismo se podrá interponer recurso con-
tencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo 
de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, a partir del día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 11.1 a), 25 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

Madrid, 28 de octubre de 2004.–El Ministro, P. D. (Orden EHA/1112/
2004, de 28 de abril y Orden ECO/2498/2002, de 3 de octubre B.O:E. 10-10-
2002), el Secretario de Estado de Economía, David Vega Figueras.

Ilmo. Sr. Director General de Seguros y Fondos de Pensiones. 

 20701 RESOLUCIÓN de 11 de noviembre de 2004, de la Direc-
ción General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que 
se inscribe en el Registro de Fondos de Pensiones a
Fondbarclays Solidez III, Fondo de Pensiones.

Por Resolución de fecha 4 de octubre de 2004 de esta Dirección Gene-
ral, se concedió la autorización administrativa previa para la constitución 
de Fondbarclays Solidez III, Fondo de Pensiones, promovido por Bar-
clays Vida, y Pensiones, Compañía de Seguros, S. A., al amparo de lo pre-
visto en el artículo 11.3 de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre (B.O.E. de 13 de diciembre);

Concurriendo Barclays Vida y Pensiones, Compañía de Seguros, S. A. 
(G.0159) como Gestora y Barclays Bank, S. A. (D0007), como Depositaria, 
se constituyó el 21 de octubre de 2004 el citado Fondo de Pensiones, 
constando debidamente inscrito en el Registro Mercantil de Madrid.

La Entidad promotora, arriba indicada, ha solicitado la inscripción del 
Fondo en el Registro Especial de este Centro Directivo, aportando la 
documentación establecida al efecto en el artículo 3º. 1 de la Orden Minis-
terial de 7 de noviembre de 1988 (B.O.E. de 10 de noviembre).

Considerando cumplimentados los requisitos establecidos en la citada 
Ley y normas que la desarrollan,

Esta Dirección General acuerda:

Proceder a la inscripción de Fondbarclays Solidez III, Fondo de Pen-
siones en el Registro de Fondos de Pensiones establecido en el artículo 
46.1, a), del Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones de 30 de sep-
tiembre de 1988 (B.O.E. de 2 de noviembre).

Madrid, 11 de noviembre de 2004.–El Director general, Ricardo Lozano 
Aragüés. 

MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

 20702 RESOLUCIÓN de 30 de noviembre de 2004, de la Secreta-
ría de Estado de Universidades e Investigación, por la 
que se fija el procedimiento y plazo de presentación de 
solicitudes de evaluación de la actividad investigadora a 
la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Inves-
tigadora.

Con objeto de garantizar la continuidad del proceso de evaluación 
previsto en el apartado 4 del artículo 2 del Real Decreto 1086/1989, de 28 
de agosto, resulta necesario fijar el plazo durante el cual se podrán pre-
sentar solicitudes ante la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad 
Investigadora (CNEAI).

En su virtud, haciendo uso de las atribuciones conferidas por la Dispo-
sición Final Primera de la Orden de 2 de diciembre de 1994 («Boletín 
Oficial del Estado» del 3),

Esta Secretaría de Estado ha resuelto abrir el plazo de presentación de 
solicitudes de evaluación de la actividad investigadora:

Primero.–Los funcionarios de carrera de los cuerpos docentes univer-
sitarios y de las escalas de Profesores de Investigación, Investigadores 
Científicos y Científicos Titulares del Consejo Superior de Investigacio-
nes Científicas (CSIC), podrán presentar su solicitud de evaluación de la 
actividad investigadora desde el día siguiente al de la publicación de la 
presente Resolución en el «Boletín Oficial del Estado» y hasta el 31 de 
diciembre de 2004.

Segundo.–La presente convocatoria se regirá por las normas específi-
cas contenidas en esta resolución y en sus correspondientes bases, y se 
atendrá a lo dispuesto en:

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común («Bole-
tín Oficial del Estado» del 27), modificada por la Ley 4/1999 de 13 de enero 
(«Boletín Oficial del Estado» del 14).

El Real Decreto 1086/1989, de 28 de agosto, sobre retribuciones del 
profesorado universitario («Boletín Oficial del Estado» del 9 de septiem-
bre), modificado por los Reales Decretos 1949/1995, del 1 de diciembre 
(«Boletín Oficial del Estado» del 18 de enero de 1996), 74/2000, de 21 de 


